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L
a Tendencia N° 3 aparece a pocos días de la cesación del presidente

Gutiérrez y la sucesión constitucional del Dr. Alfredo Palacio. El con-

tinuo deterioro y desligitamación de un presidente improvisado dio

como resultado, una vez más, un episodio de la vida nacional con un final

anunciado. Efectivamente, los tres últimos presidentes elegidos por el voto

popular no han logrado terminar su mandato y esto constituye un preocu-

pante indicio de las debilidades de la Democracia ecuatoriana.

La crisis del sistema político, no es exclusivo del Ecuador. Algunos países

de América Latina vienen tratando de conseguir condiciones de gobernabili-

dad democrática desde hace algunas décadas y no lo han logrado, sino par-

cialmente; pues, la adaptación a las nuevas condiciones de la globalización,

y los intentos neoliberales por realizar ajustes estatales en relación con el mer-

cado han limitado el desarrollo democrático en algunos países de la región.

La caída de Gutiérrez, se debe a la deslegitimación y rechazo que amplias

capas de la población expresaron en las calles en contra de la coalición autorita-

ria y populista del gobierno que, a través de una mayoría parlamentaria forja-

da en oscuras negociaciones, llevó al País a vivir una situación inconstitucional

que agravó la crisis institucional.

El desprestigio del Gobierno se evidenció en la apabullante derrota que

sufrió en la elecciones  seccionales del  mes de octubre. En las tres principa-

les provincias del País: Pichincha, Guayas y Azuay triunfaron las fuerzas de

oposición, y solamente en ciertos cantones de la Sierra y el Oriente, donde

Gutiérrez desarrolló actividades clientelares y populistas, el PSP alcanzó

algunas representaciones. Los gobiernos seccionales de las tres más grandes

provincias fueron, precisamente,  los que convocaron  y dirigieron la oposi-

ción al Gobierno y organizaron las marchas: por la autonomía en Guayaquil;

por la dignidad y la democracia en Quito; y, por la defensa de la constitu-

ción y las reivindicaciones locales en Azuay. 

Un rico y renovado proceso de expresión ciudadano y ciudadana se

manifestó en la oposición al gobierno. Conducidos por el alcalde de Quito,

Paco Moncayo y por el prefecto de Pichincha, Ramiro González, la alianza

cívico-política que dio inicio al proceso en enero y conformó la Asamblea

de Quito, dirigieron la oposición al Gobierno. En este tiempo se produjeron

las más insólitas ilegalidades e inconstitucionalidades por parte de

Gutiérrez y sus aliados, y un juego desleal y mentiroso impidió renovar la

Corte, agudizando la crisis. A través de un descalificado personaje apoda-

do “Pichi”, amigo de Abdalá Bucaram que fungía como presidente de la

Corte Suprema de Justicia, se “anuló” el proceso judicial y la orden de pri-

sión en su contra; situación que exacerbó la conciencia ciudadana y desató

las manifestaciones que concluyeron con la salida de Gutiérrez.

Especial mención en este proceso merece la acción desplegada por la

población quiteña la última semana, desde el día de la convocatoria al Paro
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de diputados nacionales, también se debe efectivizar la
descentralización y autonomías para que así las necesida-
des básicas de cada provincia se canalicen y gestionen
directamente a través de los gobiernos seccionales. 

Se debe regular la participación de los independientes,
exigiendo patrones claros de actuación, con principios ide-
ológicos y planes de trabajo explícitos, con el fin de acabar
con el oportunismo y la práctica corrupta de algunos de
ellos. Así también, debe implementarse un código de ética
adecuado, para sancionar a los diputados que se cambian
de partido o movimiento, sin tener en cuenta que llegaron
al parlamento por el voto de los electores identificados con
la organización que auspicio su candidatura. Deben tam-
bién crearse veedurías ciudadanas con el fin de supervisar
la actividad legislativa, por ejemplo estableciendo obser-
vatorios legislativos juveniles de las universidades del país
para que monitoreen y conozcan de cerca la tarea de esta
función del Estado. De tal manera que se de un manejo
transparente, evitando la influencia del hombre del male-

tín y el reparto de canonjías y privilegios.
Finalmente, son muchas las cosas que se deben refor-

mar o reorientar, muchos los actores que se deben involu-
crar en este proceso, pero sobre todo la ciudadanía común
es la que debe abandonar su cómoda posición de crítica
pasiva para iniciar un conciente activismo político, el
Ecuador no cambiará si permitimos la perennización de
prácticas corruptas, los malos políticos no se van porque
se lo pidamos, esos espacios deben ser tomados y es fun-
damentalmente la juventud la llamada a realizar este cam-
bio, los liderazgos no se transmiten ni se heredan, las
directrices de políticos honestos deben orientar la práctica
política en el país, pero si queremos renovación somos los
jóvenes quienes con preparación, entrega y patriotismo
debemos enfrentar el reto de refundar nuestra Patria.
Como dijo Juan Montalvo “cuando todo en este país esté
perdido, habrán jóvenes que saldrán con la insignia de la
Patria bajo el pecho y nos devolverán, la libertad y la vida.
Jóvenes, oh jóvenes, surgid, creced, salvad la Patria.”

Desde su génesis, el gobierno de Gutiérrez fue un
ensayo “a la criolla” de instauración de un régi-
men de tipo “bonapartista”. El bonapartismo es

una categoría de análisis político construida por Marx en
su obra “El 18 Brumario de Luis Bonaparte” (1852), útil
para interpretar el carácter de ciertos regímenes de transi-
ción que encarnan una alianza de clases emergentes. El
bonapartismo es una forma de gobierno que deviene régi-
men totalitario gracias a la deslegitimación al poder legis-
lativo. Generalmente los gobiernos bonapartistas son lide-
rados por un individuo “que se coloca como el represen-
tante directo de la Nación, el garante del orden público, el
árbitro imparcial frente a los intereses contrapuestos de
las clases”. El bonapartismo es un régimen de transición
que se instala en un contexto de crisis de la sociedad civil,
crisis en la que la burguesía cede terreno en la arena polí-
tica al ejecutivo que se demuestra autoritario y carismáti-
co, con lo que logra amalgamar temporalmente a las cla-
ses emergentes y neutralizar a las clases tradicionalmente
hegemónicas, pudiendo mediar en el tiempo un golpe de
Estado y luego –inclusive- un plebiscito legitimador. ¿Qué
clase hegemoniza la cuota de poder político cedida por la
burguesía a favor del ejecutivo? Una “tercera clase” o una
alianza que, en la Francia de Luis Bonaparte fue el campe-
sinado y los sectores emergentes de la burguesía, y en el
Ecuador de los últimos años fueron los sectores urbanos y
del campo más pobres, aliados como furgón de cola con
sectores de la burguesía que controlan -unos- el comercio
de bienes de contrabando -y otros- importantes áreas de la
agro-industria.

El bonapartismo -en tanto gobierno de transición-
entraña una autonomía relativa dentro del régimen, al
menos si se considera el carácter concreto de la política del
ejecutivo que deslegitima a las fracciones de poder con-
centradas en el Congreso; pero al mismo tiempo, el bona-
partismo refuerza los intereses económicos fundamenta-
les de la burguesía. Autonomía relativa del ejecutivo en el
marco de la superestructura política: del Congreso, de los
partidos políticos, de la institucionalidad del estado de
derecho, etc. entidades que son deslegitimadas por el

gobierno autoritario que actúa en concierto con los senti-
mientos de frustración del pueblo llano.

¿Es el bonapartismo el desenlace necesario -no por ello
menos transitorio- de situaciones de conflicto extremo de
las clases y grupos corporativos que controlan el poder? ...
¿Es el bonapartismo la antesala del fascismo? Estas son
preguntas pertinentes si consideramos que Gutiérrez al
final de su periodo atacó indiscriminadamente a todos los
que le precedieron en el manejo del Estado (25 años atrás)
y demostró tener vocación fascista.

Recordemos que el estado de derecho se sustenta en la
necesidad de normar las contradicciones de las fracciones
de clase con poder (sus representaciones corporativas y
partidarias), lo que se refleja en el Congreso (las leyes) y se
condensa en la autonomía de las funciones del Estado (la
Constitución). Al arribarse a una pugna insostenible de
esas fracciones, la “tercera posición” entra en escena, no
para cambiar las bases del sistema político y económico,
sino para posicionar otras reglas de juego y en el ínterin
situar en el poder a una clase hasta ese momento relativa-
mente marginal, o marginada del sistema, a la que el
gobernante representa mediante un ejercicio de estilo
carismático y clientelar del poder, activando mecanismos
políticos de facto, o sea sentando las bases de un régimen
fascista (corporativo y violento) que puede llegar a legiti-
marse por vía de un plebiscito.

En el Ecuador el “bonapartismo a la criolla” se gestó en
el maridaje de los militares con el movimiento indígena en
la década de los 90. Los militares son un sector de la “clase
media” con un bagaje ideológico difuso, mezcla de nacio-
nalismo, desarrollismo, doctrina de la seguridad nacional
e idealización del poder carismático del “líder”. Los mili-
tares disponen de una cuota de poder político que la usan
en los momentos claves de crisis social y de grave trému-
la del régimen. En el pasado inmediato los militares con-
vergieron en una alianza que parecía ser estratégica, en la
que sumaron al sector social emergente más importante
de los 20 años anteriores -los indígenas- que venían con-
quistado derechos étnicos y territoriales, y que se habían
convertido en el referente ideológico y político más
importante del conjunto de la sociedad.

El proceso que culminó el 21 de enero del 2000 con la
revocatoria del mandato a Mahuad, no tuvo un programa
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de ensamblaje de automóviles, la producción textil
moderna, la industria florícola de exportación y ciertos
servicios importantes en el mundo global como son el
turismo y los seguros, grupos burgueses que se conside-
ran competitivos en el marcado internacional y que son
puntales del proyecto TLC en el Ecuador. El retiro del
movimiento indígena de la alianza de gobierno fue “coin-
cidente” con el ingreso (bajo cuerda) de la fracción coste-
ña de poder a la arena del gobierno, gracias a la mediación
del Partido Social Cristiano, fracción con intereses econó-
micos importantes en ciertas ramas industriales de trans-
formación, servicios mercantiles, explotación e industria-
lización de recursos pesqueros, entre otros.

La alianza de Gutiérrez con la fracción política de
Febres Cordero también fue transitoria y su ruptura fue el
punto de inflexión del gobierno y el inicio de su cuenta
regresiva. Gutiérrez destapó entonces sus cartas bonapar-
tistas iniciando una operación de “pinzas” al sistema polí-
tico tradicional: atacó la institucionalidad, rompió el esta-
do de derecho, acrecentó su gestión clientelar calculando
que con todo eso, más su propaganda contra “la oligar-
quía corrupta” se aseguraría su triunfo en un plebiscito de
reforma al Estado, obviamente con los votos de “el pue-
blo”. Los hechos de noviembre y diciembre pasado no
solo transparentaron el proyecto autoritario cocinado por
Gutiérrez desde los días del maridaje militar-indígena,
sino que precipitaron la confrontación con la oposición
afincada en el Congreso y motivaron una respuesta ciuda-
dana concentrada en los sectores sociales medios y altos
de Quito, aglutinados sin ninguna dirección política alre-
dedor de diversos asuntos: la defensa del estado de dere-

cho, la crítica radical al desbarajuste institucional del
Estado, la oposición a la arrogancia del presidente, la
advertencia de su voluntad fascista...

La rebelión que culminó el 20 de abril encarnó un
movimiento espontáneo empoderado de crítica moral a la
superestructura jurídica y política del régimen, sin pro-
yecto de poder alternativo. Al haberse perdido en el tra-
yecto de los cinco lustros de democracia formal la legiti-
midad del ejercicio del poder político -legitimidad: un
concepto eminentemente moral sobre la política- la rebe-
lión asumió la exigencia de revocatoria del mandato de
“todos los políticos”, o sea del presidente y todos los
diputados, los integrantes de la Función Judicial y los
miembros de los otros órganos del Estado... y por cola-
ción, el desenrolamiento de los partidos políticos. Solo de
modo marginal el movimiento acusó la causa de la crisis a
la perpetuación del poder oligárquico, a la carencia de un
proyecto de Estado Nación tras 175 años de haber sido
fundada la República. En suma, “combo en mano” el
movimiento ciudadano demandó demoler las paredes de
un viejo edificio sin considerar los cimientos que subya-
cen donde el ojo común no llega.

Alfredo Palacio ¿Recambio o 
continuación de la crisis?

La sustitución de Gutiérrez por Palacio implica un
cambio de delegación del poder sin remoción de sus
cimientos. El poder sigue manteniéndose sobre los pilotes
de la concentración de la riqueza económica, la exclusión
de los beneficios sociales de la mayoría, el manejo de la
administración de la justicia y la manipulación del pueblo
en los procesos electorales. El poder continúa en manos de
las fracciones oligárquicas que -de coyuntura en coyuntu-
ra- se aprovechan del Estado para despojarle sus recursos
mediante el manejo intrincado y corrupto de las leyes, la
distorsión de la economía fiscal, la práctica consuetudina-
ria de la evasión tributaria, la concesión a dedo de subsi-
dios, el contrabando de cuello blanco, la malversación de
los fondos públicos, el control de la administración de jus-
ticia, la impunidad...

Caído el proyecto bonapartista de Gutiérrez subió
Palacio al podio del poder político como un demócrata
que asume la responsabilidad del Estado Social de
Derecho y que, por eso mismo, vincula el ejercicio de los
derechos básicos con una distribución menos inequitativa
de la riqueza nacional. Palacio encara la crisis estructural
del Ecuador como un Estado Nación a cuestas con una
economía de capitalismo tardío, rentista, dependiente de
intereses transnacionales y con manifestaciones extremas
de desarrollo desigual. Palacio no representa clase o frac-
ción social definida, no tiene partido político que medie

de reformas al Estado, ni una agenda de cambios sociales;
fue más que todo una revuelta política con contenidos
contestatarios a un régimen presidencialista, ineficiente y
corrupto, y a una hegemonía de la burguesía financiera
especulativa que había provocado la crisis bancaria de
1999-2000 y la debacle económica que arruinó particular-
mente a la clase media. A pesar del fracaso del 21 de enero
el proceso continuó adelante acumulando fuerzas hacia la
conquista del gobierno por la vía electoral.

Para el caso de Gutiérrez, la categoría del bonapartis-
mo debe ser tomada con beneficio de inventario. El
Ecuador es una sociedad sin proyectos históricos de clase,
y así como no hay una burguesía sino fracciones de oligar-
quía, tampoco existe una clase obrera significativa (por su
número, representación corporativa y
rol político), ni un campesinado (clase
en vía de extinción), sino múltiples y
diversas fracciones populares, entre
las que se destaca la “clase media” en
un país con un aparato productivo en
soletas y un sector terciario funcionan-
do a pesar de todo. Sobre la base de
ese amasijo social correspondiente a
una sociedad de capitalismo tardío,
dependiente y con estados desiguales
de desarrollo se asienta el Estado, no
como superestructura jurídica y políti-
ca moderna que represente a los “inte-
reses generales de la sociedad”, sino
como un ente al servicio del grupo oli-
gárquico que ejerce hegemonía en el
periodo histórico concreto. En esas
condiciones, el Congreso no es el espa-
cio donde la burguesía consensúa sus intereses para legi-
timar su hegemonía de clase, sino la arena política donde
las representaciones opuestas al gobierno de turno
entrampan el ejercicio del poder de la fracción dominan-
te, lo que deviene en el drama tragicómico de la “pugna
de poderes” que exacerba la animadversión de “el pue-
blo”, sentimiento capitalizado por el ejecutivo en los 25
años de democracia formal, que ha hecho hasta lo imposi-
ble para deslegitimar al Congreso, aumentar el peso del
presidencialismo, llevar la pugna al extremo de la ruptu-
ra de la constitucionalidad, desconocer la autonomía de
las funciones legislativa y judicial, provocar situaciones
de facto que son por lo general bien vistas por “el pueblo”,
que sotto voce sostiene preferir un gobierno autoritario a
la figura constitucional pero ineficiente del “equilibrio de
funciones” de un Estado premoderno, cautivo de las oli-
garquías, tomado por la corrupción, en el que los partidos
juegan el rol de correas de transmisión de grupos de inte-

reses particulares. 
En esas condiciones, el presidente de turno despliega

sus capacidades demagógicas y clientelares buscando
constituirse en “líder carismático” de un gobierno concen-
trador de poderes, que acusa al Congreso, a las Cortes, a
las instituciones del Estado en general, de obstruir su des-
tino histórico (mesiánico), lo que coadyuva a la quiebra
del estado de derecho. En el caso de Gutiérrez, el líder
bonapartista se asentó en dos pilares: el poder militar y la
simpatía suscitada en sectores de “el pueblo”, ente acultu-
rado históricamente con el fin de soportar a los líderes
mesiánicos de turno, priostes situados en el gobierno por
las empresas electorales en circunstancias de debilidad
del Estado, personajes que armonizan su naturaleza auto-

ritaria con la idiosincrasia populista
afecta al totalitarismo. No fue casual
-entonces- que a Gutiérrez se le señaló
como un gobernante interesado en
replicar lo que en el Perú fue la expe-
riencia de Fujimori.

Salvando las distancias, Luis
Bonaparte (emperador autoritario de
Francia en la segunda mitad del siglo
19), Alberto Fujimori (dictador perua-
no legitimado en plebiscito en la pri-
mera mitad de los 90) y Lucio
Gutiérrez (dictócrata que intentó una
consulta para proseguir en el poder)
terminaron siendo revocados de su
mandato. Sus regímenes no se afirma-
ron estratégicamente pues fueron fatal-
mente gobernantes de transición. Las
diferencias entre los tres son abismales,

pero destacaremos solamente que Luis Bonaparte fue
derrocado cuando la burguesía francesa reconstituyó su
proyecto histórico de clase y no necesitó más intermedia-
rios, y Lucio Gutiérrez se murió simbólicamente en el
intento de controlar esa mezcla de dos sustancias inflama-
bles: la orfandad respecto de todas las fracciones de la
clase dominante, y la rebelión ciudadana de Quito.

La crisis de abril y la nueva fase de transición
En su primera etapa Gutiérrez ensayó el difícil equili-

brio entre el maridaje militar-indígena con respaldo popu-
lar, en alianza con el grupo burgués financiero más fuerte
de Quito representado por Mauricio Pozo. En el primer
tramo de su gobierno, de un lado el eslabón militar-indí-
gena fue debilitándose, y de otro el sustento burgués
financiero se mantuvo hasta el final de su mandato.
Mauricio Pozo fue la figura de los grupos financieros más
fuertes de Quito, con intereses en las ramas industriales
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entre él y el poder real, comanda unas Fuerzas Armadas
que le respaldan en la medida que no tienen otra alterna-
tiva real luego del fracaso de su Luis Bonaparte. Las
Fuerzas Armadas no han cambiado, son las mismas que
juegan entre lo difuso de su bagaje ideológico -algo muy
grave en tiempos de hegemonía de la Doctrina Bush- y sus
intereses reales, en los que se subsumen los privilegios
como institución y un gasto militar (secreto) que es efi-
ciente para mantener un modus vivendi propio de tiem-
pos de “vacas gordas” e ineficiente en un país con el 70
por ciento de población pobre y con el 5 por ciento de su
presupuesto fiscal para inversión social.

El contexto en que sube Palacio indica también que
continúa la crisis de legitimidad del conjunto de la
institucionalidad del Estado. La refundación de la
república -tesis levantada en el transcurso de la rebe-
lión ciudadana de Quito- presupone un cambio insti-

tucional total, más bien propio de un proceso radical
que de un movimiento ciudadano espontáneo y
voluntarista. La consigna de ¡Fuera todos! está en
estado de hibernación.

Palacio transita por caminos cruzados de paradojas.
América del Sur proyecta un nuevo capítulo de interna-
cionalismo soberano que mira a la región como un con-
junto de unidades diversas, de repúblicas formalmente
soberanas que se saben débiles si deben confrontan por
separado sus intereses con el poder de los Estados
Unidos. Las tesis históricas de la defensa de la soberanía
en el ámbito de lo internacional vuelven a desempolvar-
se en este continente. Justamente en días de globaliza-
ción despierta Simón Bolívar. Por eso, las pautas de polí-
tica externa dadas por Palacio como jefe de Estado mere-
cen respaldo pues enfrentan -otra vez- la honda de
David a la fuerza de Goliat...
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Los resultados que ha obtenido el país durante los
últimos años (gobiernos de Mahuad, Noboa y
Gutiérrez, por señalar solo los tres últimos) mues-

tran que el manejo de la economía ha sido mediocre:
pocos logros y muchos fracasos u omisiones.

En el lado de los logros puede ubicarse la disminución
del crecimiento de los precios, lo cual genera un ingreso
real –poder de compra- más o menos estable para perso-
nas con remuneración fija (empleados y trabajadores).
Esto se observa, sobre todo durante el último año, una vez
que los precios convergieron con los niveles internaciona-
les, especialmente en lo que atañe a los bienes transables
y la inflación alcanzó un dígito bajo (1,6 % entre mayo de
2004 y mayo de 2005). Igualmente, puede ubicarse como
un logro la estabilidad cambiaria, derivada de la dolariza-
ción, lo que genera un horizonte estable para la planea-
ción de ciertas transacciones: ventas, compras, endeuda-
miento –especialmente de corto y mediano plazo- y
ampliación de inversiones en actividades productivas que
se hallan en ejecución. 

A los logros, hay que añadir un contexto económico
internacional altamente favorable para el Ecuador, en este
cabe incluir: altos precios del petróleo crudo, flujo cons-
tante y elevado de remesas enviadas por los trabajadores
emigrantes que ingresan al circuito de la economía
doméstica, bajas tasas de interés en el mercado internacio-
nal, devaluación del dólar de los Estados Unidos frente al
euro –lo cual provoca un aumento de la competitividad de
los productos ecuatorianos en el mercado europeo-, recu-
peración de la demanda en los mercados internacionales
de los principales productos de exportación del Ecuador.

Sin embargo, los magros resultados, especialmente
desde el lado del bienestar, opacan los logros obtenidos.
Elevado desempleo y subempleo (más del 12 % y del 45 %
de la población económicamente activa, respectivamente);
número extremadamente alto de personas en situación de
pobreza (45 % de la población) y de indigencia (28 %); altí-
sima inequidad en el ingreso (10 % de la población con-
centra el 43 % del ingreso); 15 % de niños menores a 5 años
con peso inferior a la media para su edad. A esto se suma

la baja cuantía y la enorme ineficacia de los recursos del
Estado destinados a atender las deficiencias de bienestar
de la gente. Apenas 9 % de los gasto del Estado dedicados
a educación y salud, de los cuales menos de la mitad lle-
gan efectivamente a la población más pobre. Si no fuera
por las remesas enviadas por los trabajadores emigrantes
a sus familias (más de 1.600 millones de dólares en el
2004), la acción estatal se mostraría aún más ineficaz el
momento de atender a la población de menores ingresos.
Aquellos envíos, evidentemente, alivian el problema de
ingreso y consumo inmediatos, pero no contribuyen a
mejorar las capacidades productivas futuras de la pobla-
ción –el llamado capital humano-, ni sus capacidades de
ejercer ciudadanía (derechos sociales y políticos).

Finalmente, hay que añadir el errático comporta-
miento de los indicadores que evalúan la estructura pro-
ductiva. Tasa de crecimiento del PIB que sube y baja de
año a año (2,8 % en el 2000, 5,1 % en el 2001, 3,4 % en el
2002, 2,7 % en el 2003, 6,6 % en el 2004. 4,12 % en prome-
dio anual en ese período). Bajo dinamismo de la indus-
tria y el comercio y cuasi – estancamiento de la agricul-
tura. Vulnerable balanza comercial: altísimo déficit de la
balanza comercial no petrolera (3.250 millones de dóla-
res en el 2004) y balanza comercial positiva con Estados
Unidos, apenas positiva con la Unión Europea y negati-
va con los países de la comunidad andina, MERCOSUR,
México y Asia. Alto superávit primario –que es el saldo
de las cuentas fiscales que no cuenta el pago del servicio
de la deuda externa- dentro de un esquema fiscal rígido
caracterizado por los elevados gastos corrientes perma-
nentes, sobre todo salarios y la mala asignación y baja
ejecución de los gastos sociales y productivos. Uso de
los fondos petroleros, -destinados según letra muerta de
la Ley a la estabilización-, para completar el financia-
miento del presupuesto. Pues, en los hechos, en el 2004
se usaron 380 millones de dólares del FEIREP para la
recompra de deuda pública interna al IESS y CFN, con
el fin de que estas entidades vuelvan a comprar papeles
del Estado para que este cubra sus necesidades de finan-
ciamiento. Elevada carga de la deuda externa –eterna-.
En el año 2005 el Estado deberá pagar más de 850 millo-
nes de dólares en intereses y más de 1.800 millones en
amortizaciones, incluyendo las que corresponden a los
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